 En la ciudad de Pergamino, reunidos en Acuerdo Ordinario los Sres. Jueces de la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial Pergamino, para dictar sentencia en la causa N° 5157-23 caratulada "LUCIANO SA  C/ ROBLEDO CRISTIAN FERNANDO S/ QUIEBRA(PEQUEÑA)", Expte. 78.201 del Juzgado en lo Civil y Comercial N° 1, se practicó el sorteo de ley que determinó que la votación debía efectuarse en el siguiente orden: Graciela Scaraffia y Roberto Degleue, y estudiados los autos se resolvió plantear y votar las siguientes: 

C U E S T I O N E S:

I) ¿Ha sido bien concedido el recurso de apelación deducido  el 30-10-2023?.

II) ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?.

A la primera cuestión la señora Jueza Graciela Scaraffia dijo:

El Juez de la anterior instancia rechazó  el  pedido  de quiebra formulado por el letrado apoderado de la firma Luciano S. A. por considerar  que no acreditó debidamente el estado de cesación de pagos del demandado y su vez, por no haber agotado la vía de ejecución individual previamente. Impuso las costas a cargo del perdidoso  y  reguló los honorarios del  profesional interviniente.-

Tal decisorio fue objeto del recurso de apelación por la parte actora el 30-10-2023, concedido en relación y con efecto suspensivo el 1-11-2023, fundado el 8-11-2023, no habiendo la parte demandada evacuado el traslado conferido.

Elevados los autos a esta Alzada en fecha 12-12-2023 se llama a autos para resolver, providencia que, firme a la fecha deja la causa en condiciones de ser fallada.-

Principia su agravio el quejoso reconociendo que si bien no ha iniciado ejecución individual contra su deudor, ello no implica que no pueda peticionar la quiebra del mismo, es decir que no existe normativa que imponga ello como recaudo previo, tal como indica el a quo en la resolución en crisis.

Achaca que el estado de cesación de pagos del deudor se encuentra acreditado suficientemente. Que deben considerarse como hecho revelador la mora en el cumplimiento de las obligaciones asumidas por el deudor, la cual surge de la documentación oportunamente arrimada a estos autos, es decir las facturas emitidas por la empresa Luciano SA y los cheques emitidos por el deudor oportunamente rechazados. 

Agrega que la no presentación en juicio del demandado, estando debidamente notificado de la existencia de este proceso y su posterior decreto de rebeldía procesal permiten tener por reconocidos los recaudos legales dispuesto por los art.79 inc 3 y 83 de la ley 24.522.

Asimismo remarca que la carga probatoria que pesa sobre su parte se encuentra cumplida sobradamente mediante el informe adjuntado del "Sistema de antecedentes comerciales Nosis" de fecha 3-2-2023, el cual no ha sido cuestionado ni por el deudor, ni por el magistrado de primera instancia. 

Aduce que tal informe evidencia el estado de cesación de pagos que se encuentra el deudor al verificar la copiosa lista de cheques rechazados de cuentas personales que el mismo ostenta.

Se agravia en que dicho informe no ha sido valorado correctamente, ya que el magistrado de primer grado entiende que la existencia de procesos de ejecución individuales que pesan sobre el mismo deudor y los pagos efectuados en uno de ellos por el accionado no reflejan completamente un impedimento absoluto del deudor para hacer frente regularmente a sus obligaciones.

Por último, pone en conocimiento sendos incumplimientos contractuales del demandado respecto de obras publicas asumidas, manifiesta que estos hechos adquirieron trascendencia publica por la difusión periodística que alcanzaron, en virtud de ello, adjunta los “recortes” de tales publicaciones periodísticas de dos reconocidos medios de esta ciudad en formato digital. Solicita  se deje sin efecto la sentencia en crisis, y se haga lugar al pedido inicial, decretando la quiebra del deudor.-

Entrando a resolver, esta Cámara ha sostenido reiteradamente que, en su carácter de juez del recurso, se encuentra facultado para rever de oficio el trámite de concesión del recurso seguido en primera instancia, examinando tanto su admisibilidad como las formas en que se lo ha concedido,  sin encontrarse obligado por la voluntad de las partes ni por la resolución del juez de primer grado, aún cuando ésta se encuentre consentida, pues se trata de una cuestión en la que está comprometido el orden público, toda vez que refiere a la jurisdicción y a la competencia funcional (art. 271 del CPCC, Morello-Sosa-Berizonce, Códigos Procesales...., Tº III, Bs. As.1988, pág. 392 y ss, Fenochietto, CPCCBA Comentado,  5º ed., pág. 324; CAP N° 4953 RSI 73 del 18-5-2023; N° 4923 RSI 55 del 25-4-2023, entr. otr.).
En la especie, la resolución dictada por el juez de primera instancia que rechaza el pedido de quiebra formulado por el acreedor, resulta inapelable según la premisa general establecida por el art. 273 inc.3 de la ley 24.522, no existiendo expresa disposición en contrario.

En tal sentido se ha expedido esta Alzada en otras oportunidades (causas Nº 127 RSI 47/2009, Nº 1087 RSI 139/2011, Nº 1972 RSI 282/2012, Nº2264 RSI 18/2015, N° 3862/2020  RR-43-2021, entre otras), considerando que se trata de principio aplicable desde la presentación del acreedor (art. 83 ley 24.522) y no limitado al proceso concursal o falencial abierto pues en nuestro derecho no existe un juicio de antequiebra sometido a las reglas ordinarias del CPCC (art. 84 ley 24.522).

En el ámbito provincial también es criterio recibido y se ha dicho: "El art. 273 inc. 3° de la ley 24522 establece que salvo disposición expresa contraria a la misma, las resoluciones son inapelables, y en ninguno de sus artículos regula la apelación de la decisión que rechaza el pedido de quiebra formulado por un acreedor -arts. 83 y 84-, no pudiéndose aplicar supletoriamente las leyes locales -art. 278-, pues este tema, es decir el pronunciamiento que debe dictar el juez ante la solicitud que formula un acreedor está dispuesta en la ley y el legislador no ha previsto su recurribilidad." (Cám. Civ. y Com. sala1 QL, causa13608 RSI 99/2011;en igual sentido Cám 1º Civ. y Com. SN, causa 8969 RSI 376/2008; Cám. Civ. y Com sala 3 SM, causa 61344 RSI 19/2009; Cám. Civ. y Com. sala 3 LZ, causa 881 RSI 247/2009).  

El más Alto Tribunal Provincial ha admitido en forma excepcional y en un caso particular donde consideró que se había provocado con la resolución en crisis -decreto de quiebra- un estado de indefensión sobreviniente, la violación de la normativa concursal y un perjuicio de insusceptible reparación ulterior, que ameritaba ceder la regla legal de la inapelabilidad de las resoluciones recaídas en los procesos concursales y quiebras contemplado por la ley 24.522 (Conf. Suprema Corte de Justicia, en la causa C. 105.799, "Turri, Gerardo Guillermo. Quiebra"). 

Así también, se ha admitido la inaplicabilidad de tal limitación recursiva cuando puede ser motivo de agravio irreparable, lo que sucede cuando se desconoce el derecho sustancial del actor, teniendo por no acreditada la calidad de acreedor o la mora del deudor, más en el supuesto traído, el decisorio atacado se basa en la ausencia de acreditación del estado de cesación de pagos y/o existencia de motivos para renunciar a la vía de ejecución individual, quedando reservado el proceso concursal para aquellos casos donde se encuentra en juego el orden público ( arts. 375 y ccs. del CPCC). 

El pedido de quiebra no es sucedáneo del proceso de ejecución de sentencia y, en general, de cualquier otra ejecución individual (SCBA, C 91705 del 27-2-2008) y el estado de cesación de pagos, invocado para fundamentar el pedido de quiebra, deberá demostrarse por medio de los elementos que lo caracterizan: permanencia, confrontación entre exigibilidad de deudas y realizabilidad normal de los bienes e imposibilidad de obtener nuevos créditos (Cám. Civ. y Com. sala 2 MO, causa 34255 RSI 316/95). El mero concepto de incumplimiento no constituye un presupuesto de la quiebra. "La impotencia patrimonial, técnicamente llamada insolvencia o estado de cesación de pagos, importa un desequilibrio entre los compromisos exigibles y los medios disponibles para enfrentarlos, que se exterioriza por un estado de impotencia patrimonial que impide cumplir regularmente con las obligaciones contraídas, con características de generalidad y permanencia" (Cfr. Héctor O.J. Blanco Kühne, "La quiebra y el procedimiento para su declaración cuando es pedida por acreedor". publicación en Revista Verba Iustitiae. De la facultad de derecho de Moron, Nª 10, pag. 69 -IDSAIJ: DACF000103-, Año 2000). 

Examinada las constancias agregadas a la causa, se aprecia que el rechazo de la pretensión del acreedor se fundó en no haber tenido por probados los requisitos que habilitan la apertura de la quiebra, ni haber explicado ni acreditado los motivos que le llevaran a prescindir de la vía ejecutiva para obtener el cobro de las facturas impagas que justifican su acreencia.  Las manifestaciones de insolvencia formuladas por el quejoso, no resultan suficientemente acreditadas con el informe financiero de Nosis, no agregando elemento alguno que verificar demasiado el estado general del patrimonio del demandado. Asimismo la mora invocada por el recurrente no resulta suficiente para considerar configurado el estado de cesación de pagos, lo que sella en definitiva el destino del recurso planteado.-

A mayor abundamiento, cabe señalar que puede el acreedor reiterar el pedido de quiebra dando cumplimiento a los requisitos exigidos (confr. este Tribunal causa 1709 RSI 94/2013). 

El auto apelado, carece por lo tanto del rasgo de definitividad, ello en consonancia con la doctrina sentada por el Superior Tribunal de la Provincia, en orden a que "...el rechazo del pedido de quiebra efectuado por el acreedor por no encontrarse acreditado el estado de cesación de pagos ni haberse agotado las vías legales para obtener la satisfacción del crédito, no reviste carácter definitivo en el concepto de los arts. 278 y 296 del Código Procesal Civil y Comercial (conf. doct. Ac. 41.368 del 11-X-1988; Ac. 88.237 del 6-VIII-2003; Ac. 88.699 del 28-VII-2004, entre otras)." (conf. SCBA, Ac. 91912 del 9-2-2005).

Por las razones dadas, citas legales de referencia y con el alcance indicado,

VOTO POR LA NEGATIVA.
A la misma cuestión el señor Juez Roberto Degleue por análogos fundamentos votó en el mismo sentido.-

A la segunda cuestión la señora Jueza Graciela Scaraffia dijo: De conformidad al resultado habido al tratarse la cuestión precedente, estimo que el pronunciamiento que corresponde dictar es: 

Declarar mal concedido el recurso interpuesto contra el resolutorio impugnado (Arts. 83/4, 273 inc.3 y 278 de la ley 24.522).

Sin costas, atento el modo de resolver.

ASI LO VOTO. 
A la misma cuestión el señor Juez Roberto Degleue por análogos fundamentos votó en el mismo sentido.-

Con lo que terminó el presente Acuerdo, dictándose la siguiente;

S E N T E N C I A:
Declarar mal concedido el recurso interpuesto contra el resolutorio impugnado (Arts. 83/4, 273 inc.3 y 278 de la ley 24.522).

Sin costas, atento el modo de resolver.

Regístrese. Notifíquese por Secretaría (Ac. 4013 y mod. SCBA) remitiéndose copia digital de la presente sentencia a los domicilios electrónicos de las respectivas partes. Devuélvase.
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